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ADMISIBILIDAD

PETICIÓN 15-12

EDGAR TAMAYO ARIAS
ESTADOS UNIDOS
17 de julio de 2012

I.
RESUMEN

1. El 6 de enero de 2012, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición de Sandra L. Babcock de la Facultad de Derecho de la Universidad Northwestern (“los peticionarios”) contra Estados Unidos de América (“el Estado” o “Estados Unidos”). La petición fue presentada en nombre de Edgar Tamayo Arias (“la presunta víctima"” o “el Señor Tamayo”), nacional mexicano recluido en el corredor de la muerte en el estado de Texas.

2. Los peticionarios sostienen que la defensa del señor Tamayo no investigó ni presentó pruebas atenuantes pertinentes; que el Estado no le informó sobre su derecho de notificación consular, en violación del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares; y que la presunta víctima padece de discapacidad mental. Adicionalmente, los peticionarios argumentan que las condiciones de detención en el corredor de la muerte son inhumanas y que el método de ejecución sujetaría al señor Tamayo a dolor y sufrimiento excesivos y evitables.  A la fecha de aprobación del presente informe, el Estado no ha presentado sus observaciones.

3. Como se establece en el presente informe, luego de examinar la información y los argumentos planteados por los peticionarios sobre la admisibilidad, y sin prejuzgar sobre el fondo del caso, la Comisión Interamericana decidió declarar la petición admisible con respecto a los alegatos relativos a los artículos I (Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona), XVIII (Derecho de justicia), XXV (Derecho de protección contra la detención arbitraria) y XXVI (Derecho a proceso regular) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“la Declaración Americana”).  En consecuencia, la Comisión Interamericana notificará a las partes del informe, continuará con el análisis del fondo del caso y publicará este informe y lo incluirá en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. Tras recibir la petición el 6 de enero de 2012, la Comisión Interamericana transmitió al Estado las partes pertinentes mediante nota del 18 de enero de 2012, con la solicitud de presentar observaciones en un plazo de dos meses, de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento de la Comisión.  El 2 de febrero de 2012, la Comisión recibió observaciones adicionales de los peticionarios, cuyas partes pertinentes fueron debidamente remitidas al Estado.
5. Mediante nota del 14 de mayo de 2012, la CIDH reiteró la solicitud de observaciones al Estado. A la fecha de adopción del presente informe, la Comisión Interamericana no ha recibido observación alguna del Estado.

Medidas cautelares

6. El 18 de enero de 2012, la CIDH le notificó al Estado que se habían adoptado medidas cautelares en nombre de la presunta víctima y solicitó la suspensión de la sentencia en tanto se pronuncie sobre el fondo de la petición.

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios

7. De acuerdo con la información presentada por los peticionarios, el 31 de enero de 1994, poco después de las 3:30 a.m., el Señor Tamayo fue arrestado y acusado de homicidio en conexión con la muerte de un policía, ocurrida esa misma noche.  El señor Tamayo, quien supuestamente hablaba poco inglés y se encontraba confuso por haber pasado la noche bebiendo y consumiendo heroína, fue conducido a la comisaría poco después de las 5:00 a.m. para ser interrogarlo.  Los peticionarios señalan que al final del interrogatorio el señor Tamayo rindió dos declaraciones incriminatorias en las que admitió haber asesinado al policía.  El 31 de octubre de 1994 el jurado sentenció al señor Tamayo a la pena capital.

8. Los peticionarios alegan que la sentencia de muerte del señor Tamayo viola la Declaración Americana por los siguientes motivos: por la inadecuada asistencia letrada; porque no se le informó sobre su derecho de notificación consular, en violación del artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares; porque el señor Tamayo supuestamente padece de discapacidad mental; por las condiciones inhumanas de detención en el corredor de la muerte; y porque el método de ejecución lo sujetaría presuntamente a dolor y sufrimiento excesivos y evitables.
9. Con respecto al primer alegato, los peticionarios señalan que el abogado defensor designado por el Estado no investigó ni presentó pruebas sobre la infancia traumática, el daño cerebral y la discapacidad intelectual del señor Tamayo.
  De acuerdo con los peticionarios, estas pruebas hubieran resultado en una sentencia de cadena perpetua. Alega que ni la defensa ni su investigador viajaron a México para reunirse con los familiares y amigos de la presunta víctima.
10. Según los peticionarios, el investigador de la defensa dedicó, previo al juicio, apenas 15.3 horas de investigación, las que incluyeron dos visitas breves al señor Tamayo y una conversación telefónica con un policía.  La defensa total de la presunta víctima en la fase de determinación de la pena apenas ocupó 49 páginas del expediente del juicio, incluyendo las instrucciones para el jurado.  Además, el investigador se habría reunido con el señor Tamayo solamente dos veces con anterioridad al juicio y la defensa no hizo intento alguno por obtener fondos para un especialista en circunstancias atenuantes ni para un examen psiquiátrico, neurológico o psicológico de ninguna índole.
11. Los peticionarios indican también que la vasta cantidad de pruebas atenuantes constitucionalmente relevantes y fácilmente disponibles para la defensa fue descubierta durante los procedimientos posteriores a la condena con ayuda del Consulado mexicano.  De acuerdo a este respaldo probatorio, la infancia del señor Tamayo se caracterizó por pobreza y falta de atención, en gran medida como resultado del alcoholismo de su padre. Puesto que su padre a menudo se gastaba todo su ingreso en beber, el señor Tamayo y sus hermanos y hermanas carecían con frecuencia de alimentos y no podían satisfacer sus necesidades básicas.  Asimismo, ambos padres supuestamente abusaban físicamente de sus hijos. Según declaraciones presentadas durante los procedimientos posteriores a la condena, la madre del señor Tamayo solía encadenarlo a un ladrillo, tenía un látigo especial solamente para golpearlo y una vez rompió la nariz del señor Tamayo cuando éste era pequeño.  Además, su padre doblaba a la mitad un lazo rígido y lo humedecía para golpearlo y que los golpes fueran más fuertes, provocando que sangrara.

12. Los peticionarios alegan que, si la defensa hubiera investigado y presentado estas abundantes pruebas atenuantes, no cabría duda de que por lo menos uno de los jurados habría respondido al menos a uno de los puntos especiales estatutarios de tal manera que se habría impuesto una sentencia de cadena perpetua.  Como resultado, los peticionarios concluyen que el juicio del señor Tamayo incumplió con mucho las normas establecidas en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
13. Con respecto a la supuesta violación de los derechos consulares del señor Tamayo, los peticionarios afirman que el estado de Texas lo privó de la asistencia consular más básica tras su detención y que la violación de los derechos del señor Tamayo derivados de la Convención de Viena lo privó del debido proceso y perjudicó el resultado de su caso.  La presunta víctima es uno de 51 nacionales mexicanos nombrados en la sentencia del caso Avena de la Corte Internacional de Justicia.

14. Los peticionarios argumentan que el señor Tamayo no sabía, ni nadie intentó informarle, sobre su derecho de asistencia consular, hecho que el Estado nunca habría negado.  Al momento de su arresto, la presunta víctima le habría informado a la policía que cursó la escuela en México y que sólo hablaba un poco de inglés.  Por lo tanto, de acuerdo con los peticionarios, la policía tenía motivos para saber que el señor Tamayo era mexicano; sin embargo, nunca le informaron sobre sus derechos derivados de la Convención de Viena.

15. Los peticionarios señalan que la participación de México hubiera mejorado la calidad de la defensa del señor Tamayo al asegurar que la asistencia letrada durante el juicio fuera eficiente y preparada y hubiera suministrado recursos fundamentales para peritos e investigadores en ambas etapas del juicio.  En este sentido, indican que el Gobierno de México ha estado activamente involucrado en la defensa del señor Tamayo desde que se enteró de su caso.  Los peticionarios concluyen que la imposición de una sentencia de muerte tras un juicio en el que el señor Tamayo se vio privado de asistencia consular constituye una violación de los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.

16. Sobre la supuesta discapacidad mental, los peticionarios indican que a los diecisiete años, un toro arrojó al señor Tamayo al suelo y le pisó la cabeza, tras lo cual permaneció hospitalizado y comatoso durante varios días.  Tras el accidente, el señor Tamayo se habría vuelto más agresivo y empezado a consumir drogas y alcohol para aliviar los dolores de cabeza que sufría. Además, su situación de abuso de drogas y alcohol se habrían agravado, al igual que sus tendencias explosivas. Los peticionarios señalan que el señor Tamayo no podía costear los medicamentos necesarios ni el apoyo psiquiátrico para hacer frente a sus discapacidades mentales.
17. Durante el proceso de habeas corpus estatal, un psiquiatra especializado en lesiones cerebrales concluyó que el señor Tamayo sufría de un Trastorno Explosivo Intermitente y recomendó que lo examinara un neuropsicólogo para documentar la presencia de lesiones cerebrales significativas. Sin embargo, la Corte Penal de Apelación se negó a suministrar los recursos necesarios para estas pruebas. Los peticionarios indican que con ayuda del Consulado mexicano en Houston, el señor Tamayo obtuvo los servicios de un neuropsicólogo, quien concluyó que la lesión en la cabeza fue la causa de los graves problemas conductuales.  El perito también indicó que las personas con lesiones cerebrales están en riesgo de abuso de sustancias y que, a su vez, un cerebro lesionado es muy susceptible y extremadamente sensible a estas sustancias. Por último, los peticionarios alegan que pruebas cognitivas revelaron además que el señor Tamayo sufre de discapacidad intelectual significativa que cumple los criterios de retraso mental.

18. Los peticionarios afirman que, por ser el señor Tamayo una persona con discapacidad mental, su sentencia de muerte constituye una forma de pena cruel, inhumana o degradante prohibida por el artículo XXVI de la Declaración Americana.  Alegan también que la negativa de la corte de darle oportunidad adecuada al señor Tamayo de presentar pruebas de su discapacidad mental viola sus derechos consagrados en los artículos I y XVIII de la Declaración. Por último, los peticionarios afirman que la sentencia de muerte viola el artículo III de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad.
19. Con respecto a las condiciones de detención en el corredor de la muerte, los peticionarios señalan que los prisioneros varones en el corredor de la muerte en Texas están recluidos en la Unidad Polunsky en Livingston, donde se alojan en celdas pequeñas de aproximadamente sesenta pies cuadrados.  Además de ocupar celdas individuales, los reclusos en el pabellón de la muerte estarían aislados de otros prisioneros en todos los aspectos de sus vidas.  En este sentido, señalan que no se les permite contacto físico alguno con familiares, amigos e incluso sus abogados.  En general, desde que ingresa al corredor de la muerte hasta el momento de su ejecución, un recluso en el pabellón de la muerte no tendría contacto físico con nadie excepto con el personal carcelario.
20. Además, los peticionarios mencionan que, a los reclusos con los mejores historiales de disciplina, generalmente se les permiten solamente una o dos horas diarias de ejercicio en pequeñas “jaulas”.  A los que exhiben problemas disciplinarios se les permitiría salir de sus celdas solamente de tres a cuatro horas por semana.  Además, los peticionarios alegan que a los reclusos en el corredor de la muerte no se les da oportunidad alguna de participar en actividades estructuradas, ya sea dentro o fuera de sus celdas, y que no reciben capacitación educativa ni ocupacional.  Además, refiriéndose a estudios de expertos, indican que el confinamiento prolongado sin estimulación sensorial ni contacto humano exacerba los desórdenes psicológicos preexistentes en personas como el señor Tamayo.  Por lo tanto, de acuerdo con los peticionarios, las condiciones bajo las cuales se ha privado de libertad al señor Tamayo constituyen una grave violación de las obligaciones de Estados Unidos de darle un tratamiento humano, en violación del artículo XXV de la Declaración Americana.

21. En lo que respecta al alegato relacionado con el método de ejecución, los peticionarios observan que los numerosos problemas con el protocolo de inyección letal de Texas, combinados con la falta de supervisión normativa de la Agencia de Alimentos y Medicamentos estadounidense y la ausencia de una vigilancia estatal significativa, convierten a la inyección letal en una pena cruel, infame e inusual.

22. Según los peticionarios, la mayoría de los estados estadounidenses, incluido Texas, ejecutan a sus prisioneros inyectándoles una combinación de tres sustancias químicas. Indican que la primera de estas sustancias, el pentobarbital, no está aprobada por la Agencia de Alimentos y Medicamentos como fármaco anestésico y que no hay acuerdo entre los expertos sobre la seguridad y la eficacia del pentobarbital durante las ejecuciones.  Por lo tanto, en caso de que no funcionara adecuadamente para mantener inconsciente al recluso hasta su muerte, habría un grave riesgo de que éste experimentara asfixia y dolor atroz durante la inyección de las dos siguientes sustancias. Además, los peticionarios alegan que el pavulon, la segunda sustancia, en combinación con la primera, crea el riesgo de que el prisionero se mantenga consciente, pero paralizado, y que su dolor esté oculto debido al pavulon.
23. Asimismo, alegan que la ley estatal no exige un nivel mínimo de capacitación para los verdugos y que presuntamente la ley no requiere que tengan experiencia previa en la administración de anestesia.  Esta ausencia de requisitos rigurosos de capacitación para el equipo encargado de las ejecuciones crearía un riesgo inaceptable de que hombres y mujeres puedan morir en manos de un verdugo sin capacitación o experiencia en reducir al mínimo el sufrimiento, o incluso en determinar si la anestesia está surtiendo efecto. Por último, los peticionarios hacen referencia al hecho de que se ha determinado que esta combinación de sustancias es inaceptable para su uso en la eutanasia de animales.
24. Los peticionarios concluyen que los numerosos defectos en el actual protocolo de inyección letal en Texas, así como la falta de supervisión federal y estatal, generan un riesgo sustancial e innecesario de dolor y sufrimiento.  Por lo tanto, sostienen que la ejecución del señor Tamayo mediante inyección letal constituiría claramente una pena cruel, infame e inusual, violatoria del artículo XXVI de la Declaración Americana.
25. En relación con el agotamiento de los recursos internos, los peticionarios indican que se presentaron recursos contra la asistencia legal ineficiente, la Convención de Viena y la discapacidad mental del señor Tamayo, los cuales han sido rechazados por las cortes estatales y federales. Alegan que el Quinto Tribunal de Apelaciones de Circuito denegó un recurso el 21 de diciembre de 2011, y que el único recurso pendiente es una petición de certiorari ante la Corte Suprema de Estados Unidos. Sostienen que la remota posibilidad de que la Corte Suprema ejerza su autoridad discrecional para otorgar el certiorari en el presente caso no impide que la CIDH conozca la petición del señor Tamayo.
26. Con referencia al alegato relativo a la Convención de Viena, sostienen que el retraso prolongado del cumplimiento de la sentencia en el caso Avena hace aplicable el artículo 31.2(c) del Reglamento de la CIDH.  Además, los peticionarios argumentan que, con base en la reciente decisión de la Corte Suprema de Estados Unidos en Leal García c. Texas, 131 S. Ct. 2866 (2011), las cortes seguramente continuarán denegándole una reparación al señor Tamayo. Indican también que, si la Comisión espera hasta que la Corte Suprema deniegue el certiorari, es probable que la Comisión no tenga tiempo suficiente para considerar el fondo de los alegatos del señor Tamayo.

27. Con respecto a los argumentos sobre las condiciones carcelarias y la inyección letal, los peticionarios afirman que los mismos aún no han sido presentados ante en los tribunales de Estados Unidos. De acuerdo a los peticionarios, no es necesario agotar los recursos del señor Tamayo, ya que no habría ninguna posibilidad razonable de éxito ante los tribunales de Estados Unidos. Concluyen, por lo tanto, que estos alegatos deben considerarse admisibles con fundamento en el artículo 31 del Reglamento de la Comisión.

28. Los peticionarios señalan que tanto la Corte Penal de Apelación de Texas como la Corte Suprema de Estados Unidos se han negado repetidamente a considerar argumentos relacionados con las condiciones de detención en el corredor de la muerte como violación al derecho de los reclusos de ser protegidos de penas crueles e inusuales.  Adicionalmente, en lo relacionado con el argumento sobre la inyección letal, indican que en Baze c. Rees, la Corte Suprema sostuvo que el peticionario no había establecido que la inyección letal constituyera una pena cruel e inusual. Por lo tanto, alegan que cualquier intento de agotar este recurso sería inútil.

29. Por último, los peticionarios alegan que, incluso si el Señor Tamayo intentara recurrir ante una corte estatal o federal, éstos serían rechazados por motivos procesales (procedural default). En este sentido, afirman que le está vedado a la presunta víctima presentar dichos recursos debido a la legislación estatal y federal que impone limitaciones draconianas a la presentación de peticiones “sucesivas” con posterioridad a la condena. Según los peticionarios, la Corte Penal de Apelación de Texas ha interpretado estrictamente el artículo 11.071, sección 5(a)(1) del Código Procesal Penal de Texas.  Afirman que ha mantenido expresamente que se prohíbe a las cortes considerar el fondo de las demandas presentadas en solicitudes “sucesivas” o “subsiguientes”, incluso si dichas demandas no se habían presentado previamente debido a la incompetencia de la defensa posterior a la condena.

30. Con respecto al requerimiento establecido en el artículo 33 del Reglamento de la CIDH, los peticionarios indican que la presente petición claramente se refiere a asuntos distintos de los adjudicados en el caso Avena.  En este sentido, señalan que el caso Avena le confirió al señor Tamayo ciertos derechos susceptibles de aplicación en las cortes de Estados Unidos, pero que él no era ni pudo haber sido parte directa del litigio, pues sólo los Estados están facultados ante la CIJ. Por lo tanto, los peticionarios concluyen que la petición del señor Tamayo cumple con la excepción a la duplicación de procedimientos conforme al artículo 33 del Reglamento.

31. El 2 de febrero de 2012, los peticionarios informaron que la Fiscal de Distrito del Condado de Harris, encargada de establecer las fechas de ejecución, expresó que esperará aproximadamente hasta junio de 2012 antes de determinar una fecha de ejecución.  Por lo tanto, la ejecución se programará, según los peticionarios, a partir de algún momento en septiembre de 2012.

B.
Posición del Estado

32. El Estado no ha presentado su respuesta a la petición.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia

33. Los peticionarios están facultados, con fundamento en el artículo 23 del Reglamento de la CIDH, para presentar peticiones ante la CIDH. La petición señala como presunta víctima a una persona individual, cuyos derechos están protegidos por la Declaración Americana. El Estado está obligado a respetar las disposiciones de la Declaración Americana, y la Comisión es competente para recibir peticiones en las que se aleguen violaciones de dicho instrumento por parte del Estado en virtud de su ratificación de la Carta de la OEA el 19 de junio de 1951 y de conformidad con el artículo 20 del Estatuto de la CIDH y el artículo 51 de su Reglamento
.  Por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  La Comisión también tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Declaración Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Estados Unidos.  Con respecto al alegato basado en la Convención regional con respecto a las personas con discapacidad (párrafo 18), la Comisión observa que Estados Unidos no ha ratificado dicho tratado.

34. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Declaración Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad

1. Agotamiento de los recursos internos

35. La Comisión Interamericana debe verificar si se promovieron y agotaron los recursos del sistema interno conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos, de acuerdo con el artículo 31(1) de su Reglamento. Sin embargo, el artículo 31(2) del Reglamento especifica que este requisito no se aplica si no existe en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados: si no se ha permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o ha sido impedido de agotarlos; o si ha habido retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos.

36. Con respecto a los alegatos sobre la asistencia letrada ineficiente, la violación de la Convención de Viena y la discapacidad mental del señor Tamayo, los peticionarios alegan que todos los recursos han sido presentados y rechazados por las cortes estatales y federales y que el Quinto Tribunal de Apelaciones de Circuito denegó un recurso el 21 de diciembre de 2011.  En relación con estos alegatos, indica que el único recurso pendiente es una petición de auto de certiorari ante la Corte Suprema de Estados Unidos.  De acuerdo a los peticionarios, si la Comisión espera hasta que la Corte Suprema deniegue el certiorari, es probable que la CIDH no tenga tiempo suficiente para considerar el fondo de los alegatos del señor Tamayo.

37. El requisito de agotamiento de los recursos internos no implica que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos posibles a su disposición.  En este sentido, la Comisión Interamericana ha mantenido que “si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida” 
.  En el caso del Señor Tamayo, a través de los trámites estatales y federales posteriores a la condena, el Estado ha tenido oportunidad de conocer las alegadas violaciones a la Declaración Americana.
38. Los peticionarios indican que no se han presentado recursos respecto a las condiciones carcelarias y a la inyección letal ante los tribunales de Estados Unidos y alegan que sería inútil hacerlo. Señalan que tanto la Corte Penal de Apelación de Texas como la Corte Suprema de Estados Unidos se han negado repetidamente a considerar argumentos relacionados con las condiciones de detención en el corredor de la muerte como violación del derecho de los reclusos de ser protegidos de penas crueles e inusuales.  En lo relacionado con el argumento sobre la inyección letal, sostienen que en Baze c. Rees, la Corte Suprema sostuvo que el peticionario no había establecido que la inyección letal constituyera una pena cruel e inusual.  Por estos motivos, afirman que estos alegatos deben considerarse admisibles de conformidad con el artículo 31 del Reglamento de la CIDH.

39. Con base en las consideraciones anteriores, la Comisión Interamericana concluye que los peticionarios agotaron adecuadamente todos los recursos internos disponibles dentro del sistema jurídico con respecto a los alegatos sobre la asistencia legal ineficiente, la violación de la Convención de Viena y la discapacidad mental. Con respecto a los alegatos sobre las condiciones carcelarias y la inyección letal, la CIDH concluye que se han litigado en múltiples ocasiones ante los tribunales nacionales, incluso ante la Corte Suprema de Estados Unidos, y que no es necesario que los peticionarios vuelvan a presentar la misma demanda como condición de admisibilidad.

2.
Plazo de presentación de la petición
40. El artículo 32(1) del Reglamento requiere que para que se admita una petición o comunicación deberá ser presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva. El mismo artículo señala que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión, para lo cual la ésta “considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso”.
41. En el presente caso, el Quinto Tribunal de Apelaciones de Circuito denegó un recurso el 21 de diciembre de 2011, y la petición se presentó el 6 de enero de 2012. Por lo tanto, la CIDH concluye que el requisito del artículo 32(1) del Reglamento se ha cumplido con respecto a los alegatos relacionados con la asistencia legal ineficiente, la violación de la Convención de Viena y la discapacidad mental.
42. La Comisión Interamericana estableció arriba que se aplica la excepción a la regla que requiere el agotamiento de los recursos internos en lo relativo a los alegatos sobre las condiciones carcelarias y la inyección letal. Ahora debe determinar si la petición fue presentada en un plazo razonable.  En vista de las circunstancias del presente caso, y del hecho de que los supuestos actos violatorios de los derechos del señor Tamayo todavía estarían ocurriendo, la CIDH concluye que la petición fue presentada en un plazo razonable, por lo que se ha cumplido el requisito establecido por el artículo 32(2) del Reglamento.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
43. El artículo 33(1) del Reglamento de la CIDH estipula que la admisibilidad de una petición por la Comisión Interamericana requiere que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional.
44. La Comisión observa que el alegato del señor Tamayo con respecto a la notificación consular fue incluida en el caso Avena litigado ante la CIJ. La CIDH ha examinado alegatos de otras personas nombradas en el caso Avena. En este sentido, la Comisión ha establecido previamente que “[m]ientras que las bases del reclamo son esencialmente las mismas y se refieren a la misma supuesta víctima, la jurisdicción de la CIJ difiere respecto de la CIDH en aspectos significativos: la CIJ se ocupa de reclamos interestatales, mientras que la Comisión Interamericana se ocupa de peticiones iniciadas por individuos contra Estados; y por otra parte, los derechos en cuestión y los remedios que provee la Comisión Interamericana corresponden directamente al individuo presuntamente concernido”
.  En consecuencia, la Comisión Interamericana considera que el litigio del caso Avena no impide la admisibilidad de la presente petición.

4. Caracterización de los hechos alegados

45. A los fines de admisibilidad, la Comisión Interamericana debe decidir si los hechos alegados, de comprobarse, podrían caracterizar una violación de la Declaración Americana, según lo establecido por el artículo 34(a) del Reglamento de la CIDH, o si la petición es “manifiestamente infundada” o es “evidente su total improcedencia” de acuerdo al inciso (b) del mismo artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la CIDH debe realizar un análisis prima facie, no para establecer la existencia de una violación, sino para examinar si la petición establece una base para la posible o potencial violación de un derecho garantizado por la Declaración.  Esta determinación es un análisis preliminar y no representa un prejuzgamiento sobre el fondo del asunto.

46. Los peticionarios alegan que la defensa designada por el Estado no investigó ni presentó pruebas que probablemente habrían resultado en una sentencia de cadena perpetua. Afirman también que al no habérsele informado al señor Tamayo sobre su derecho de notificación consular se violó el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares y que la participación de México habría mejorado la calidad de la defensa.  Asimismo, los peticionarios afirman que la presunta víctima sufre de una discapacidad mental e insuficiencias intelectuales significativas que constituirían retraso mental.  Además, presuntamente los reclusos en el pabellón de la muerte se ven sujetos a confinamiento prolongado en incomunicación, lo cual constituiría una condición carcelaria inhumana.  Finalmente, los peticionarios alegan que los numerosos defectos en el actual protocolo de inyección letal en Texas, así como la falta de supervisión federal y estatal, generan un riesgo sustancial e innecesario de dolor y sufrimiento.

47. Tomando en consideración el nivel de escrutinio más riguroso que ha aplicado la Comisión Interamericana en casos de pena de muerte
, la CIDH observa que los alegatos de los peticionarios, en caso de ser probados, podrían caracterizar violaciones a los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.  La CIDH debe subrayar nuevamente que considera que tiene mayor obligación de asegurar que cualquier privación de la vida que pudiera ocurrir por aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente con los requisitos de los instrumentos aplicables del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, incluida la Declaración Americana
.
48. En conclusión, la Comisión decide que la petición no es manifiestamente infundada ni es evidente su total improcedencia y determina que, prima facie, los peticionarios han cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 34 del Reglamento de la Comisión Interamericana.
IV. CONCLUSIONES

49. La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el presente caso y que la petición es admisible de acuerdo con el artículo 34 de su Reglamento. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:

1.
Declarar admisibles los alegatos de la petición con respecto a los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
2.
Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.
3.
Continuar con el análisis del fondo del caso.
4.
Publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de julio de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión.
� La Comisionada Dinah Shelton no participó en las deliberaciones ni en las votaciones del presente caso, de conformidad con el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión. El Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, nacional mexicano, consideró que, de conformidad con el artículo 17(3) del Reglamento de la CIDH, debería abstenerse de participar en el análisis y la decisión de este asunto. El Comisionado Orozco Henríquez explicó que la presunta víctima en el presente caso es una de las personas incluidas en el Caso Avena y otros nacionales mexicanos (México c. Estados Unidos de América) que México planteó ante la Corte Internacional de Justicia. La Comisión Interamericana aceptó su decisión de dispensarse, por lo que el Comisionado Orozco Henríquez no participó en las deliberaciones ni en las votaciones del presente caso.


� Los peticionarios implican que la defensa fue designada por la corte (petición original recibida el 6 de enero de 2012, p. 17, párr. 2).


� Caso Avena y otros Nacionales Mexicanos (México c. Estados Unidos), 2004, CIJ 12 (Sentencia del 31 de marzo de 2004).


� El Artículo 20(b) del Estatuto de la CIDH dispone que en relación con los Estados miembros de la Organización que no son partes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la CIDH puede examinar las comunicaciones que le sean dirigidas y cualquier información disponible; dirigirse al gobierno de cualquiera de los Estados miembros no partes en la Convención con el fin de obtener las informaciones que considere pertinentes y formularles recomendaciones, cuando lo considere apropiado, para hacer más efectiva la observancia de los derechos humanos fundamentales. Véanse también la Carta de la Organización de los Estados Americanos, artículos 3, 16, 51, 112, 150; el Reglamento de la CIDH, artículos 50 y 51; Corte I.D.H., Opinión Consultiva OC-10/8, “Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”, 14 de julio de 1989, Ser. A No. 10 (1989), párrs. 35-45; CIDH, James Terry Roach y Jay Pinkerton c. Estados Unidos, Caso 9647, Res. 3/87, 22 de septiembre de 1987, Informe Anual 1986-87, párrs. 46-49.


� CIDH, Informe No. 70/04, Petición 667/01, Admisibilidad, Jesús Manuel Naranjo Cárdenas y otros, Jubilados de la empresa venezolana de aviación VIASA. Venezuela, 15 de octubre de 2004, párr. 52.


� CIDH, Informe No. 63/12, Petición 1762-11, Admisibilidad, Virgilio Maldonado Rodríguez, Estados Unidos, 29 de marzo de 2012, párr. 55.


� Véanse, CIDH, Informe No. 60/11, Peticiones P-11.575 y otras, Admisibilidad, Clarence Allen Lackey, 24 de marzo de 2011, párr. 158; Informe No. 77/09, Petición 1349-07, Admisibilidad, Orlando Cordia Hall, Estados Unidos, 5 de agosto de 2009, párr. 47; e Informe No. 61/03, Petición 4446-02, Admisibilidad, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, párr. 66.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12,430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 43.
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